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INTRODUCCION 

Los artículos 125 y 140.5 de nuestra Constitución establecen la posibilidad para el Poder Ejecutivo de oponerse a un 
proyecto de ley a través de una institución jurídica llamada Vl:ffO. Esta figura ha sido tratada en la doctrina internacional por 
muchos autores, pero de una manera genérica. A nivel nacional, los estudios sobre el veto son más bien escasos y de poca 
profundidad. No obstante, en nuestro país ya se ha generado una problemática interesante sobre todo en lo referente al ve­
to por razones de inconstitucionalidad. El debate ha sido en el sentido de si es.posible vetar por inconstitucional el proyec­
to de ley de Presupuesto, a pesar de que el artículo 125 de la Constitución dice expresamente que no procede el veto contra 
el proyecto que aprueba el Presupuesto Ordinario de la República. 

Ante este problema, obviamente importante, queremos avanzar desde ya una respuesta al mismo. Consideramos que 
es enteramente procedente el veto por razones de inconstitucionalidad al Presupuesto Ordinario de la República. Con ~la­
ción a los presupuestos extraordinarios, también puede el Poder Ejecutivo interponer el veto. Creemos que existen suficien­
tes razones jurídicas, e incluso morales, que justifican esas hipótesis. 

El presente trabajo se divide en tres secciones. En la primera, hemos considerado conveniente tratar ciertos aspectos 
generales sobre el veto, que deben tenerse en cuenta para resolver el punto principal al que nos abocamos aquí. En una se­
gunda sección.establecemos ~a caracterización general de l<?s presupuestos ordinario y extra~rdinario en nuestro país. En 
la tercera sección enfocamos directamente el problema principal a que hemos hecho referencia 

Este artículo no pretende agotar el problema del veto al Presupuesto de la Repúbica. En su estudio tratamos de ana­
lizar la problemática con cierta profundidad y presentar nuestro punto de vista personal; queremos que el mismo sirva pa­
ra incentivar a quienes estudian el Derecho a realizar investigaciones más profundas sobre este interesante tema. 

l. ASPECTOS GENERALES SOBRE EL VETO 

Nuestra Constitución Política, como es natural, regula todo un procedimiento para la formación de las leyes. En la 
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creación de este tipo de normas jurídicas juega un papel preponderante la Asamblea Legislativa, como órgano constitucio­
nal encargado de la creación de las leyes (entre otras funciones). 

No obslante, en muchos casos, el Poder Ejecutivo también asume un papel relevante en la formación de las leyes· es­
te ~rgano_ está facultado constitucionalmente para interpone! u~a institución jurídica llamada veto, con la cual podría in~lu­
so unpechr que el proyecto vetado llegue a ser ley de la Repubhca. El veto está regulado nonnativamente en dos cuerpos ju­
rídicos básicos: la Constitución Política y el Reglamento de la Asamblea Legislativa; obviamente resulta preponderante la 
regulación constitucional, en tanto representa las normas jurídicas de más allajerarqufa; el reglamento interno de la Asam-
blea simplemente desarrolla en algunos aspectos específicos las normas constitucionales. . 

Con el ejercido del veto el Poder Ejecutivo puede oponerse a que un proyecto de ley se convierta en norma jurídica 
vigente; esa oposición puede fundamentarse en motivos de oportunidad (conveniencia política) ode inconstitucionalidad (ra­
zones jurídicas); en el primer caso (razones de oportunidad) el veto reviste una naturaleza esencialmente política, en tanto 
que en el segundo caso (inconstitucionalidad), el veto adquiere -para nosotros- naturaleza jurídica. 

A. Concepto 

Con base en nuestra Constitución Política! el ~cto es una potestad atr~buida exclusivamen_Le al Poder Ejecutivo para 
oponerse a proyccto_s de ley _de la Asam~lea Lcg1slauva! ya sea porq~e ~ns1dere 9ue un detennmado proyecto no convie­
ne por razones políticas, o bien por considerarlo contrario a la Constatuc1ón. Consideramos muy acertada, y por ello toma­
mos como base, la definición que del veto nos da el profesor Rubén Hemándcz: 

"El veto se define como la potestad que tiene el Poder Ejecu~ivo f!'l~? objetar, por razones de oportunidad o de in cons­
titucionalidad, proyectos de ley aprobados por la Asamblea Legislativa ( 1 ). 

Esa potestad se fundamenta en los artículos 125 y 140.5 de nu~stra Constituci?i:i Po!ítica. Obviam?~tc. la competen­
cia del Poder Ejecutivo para vetar leyes, le concede a este poder una importante paruc1pac1ón en la creacaon de las leyes, lo 
cual produce efectos que luego analizaremos. 

"Esta competencia del Poder Ejeculi~o ( .. ) consti!u1e uno_ de los controles inter1r~anos ~s imPo~'ªfles en el Es­
tado moderno, pues permite que el Poder E1ecutivo participe activamente en el procedimiento le8ts/auvo (~). 

El veto, para ser válido, debe ser ejercido en forma conjunla por el Presidente de la República Y el Ministro del ramo: 

"Son deberes y airibuciones conjun~as que corresponden conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Go­
bierno: 5) ejercer iniciativa en la formación de las leyes, y el derecho de veto (3). 

B. Naturaleza 

Se ha considerado modernamente que el veto tie!le ~uraleza pol_ítica, en razón de ser ejercido por ,e_l Poder E jecu­
tivo sobre proyectos de ley aprobados por el Poder Legislativo. La docttma ha deslacado la naturaleza pohllca de esia ins­
titución con base en la relación concreia que para el caso se da entre dos órganos políticos (Ejecutivo y Legislativo). 

Creemos que el criterio para establecer la naturaleza del veto debe ser otro: nos referimos a los motivos del veto a su 
fundameniación. En este sentido, debemos distinguir entre veto por razones de inconstitucionalidad y veto por razon~s de 
oportunidad; en el 1?ri01;er caso -c~mo luego veremos- el veto recl~a ~oposición que supuestame~te e~iste entre el proyec­
to de ley y la Consutuc1ón, es decir, se arguyen razones de orden Jurídico; en el segundo caso, el EJccuuvo alega motivos de 
conveniencia, es decir, se manifiesian razones de orden meramente político. Al respecto, Rubén Hemández nos dice: 

"La naturaleza del veto por razones de inconslitucionalidad esjur{dico-poUtica,por cuanto en su ejercicio intervie­
ne, en última instancia, la Corte Suprema de Justicia, la cual resuelve el conflicto surgido entre ambos poderes, conforme 
a criterios estrictamente jurídicos y no po/íticos" (4). 

Consideramos lal enfoque sumamente formalisla y, en nuestro concepto, errado. El autor hace referencia al caso en 
que la Asamblea rechaza las razones de inconstitucionahdad alegadas por el Ejecutivo: en ese caso el proyecto es enviado 
a la Corte para que esta se P.ronuncie sobre el problema. En esa cita observamos que la naturaleza política le es asignada al 
veto por la mera intervención del Poder Ejecutivo, en tanto que aJ intervenir la Corte el veto "adquiere además" naturaleza 
jurídica. No compartimos ese criterio. Creemos que la naturaleza política o jurídica del veto depende de los caracteres f un­
damentales que este presenta, En el veto por razones de oportuni<iad, su esencia radica en ser una oposición por motivos es­
trictamente políticos. Por su parte, la esencia del veto por razones de inconstitucionalidad descansa en la consideración -ju­
rídica y no política- de que hay un contraste normativo entre el proyecto de ley y la Carta Política. 

Así pues, sencillamente debemos concluir que el veto por razones de oportunidad reviste naturaleza política, y el ve­
to por inconstitucionalidad es de naturaleza jurídica; esto desde un punto de vista objetivo y no subjetivo, sin tomar en cuen­
ta los órganos que participen. En orden a lo anterior, un veto en el que se aleguen a la vez razones de oportunidad y de in-
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constitucionalidad, será de naturale7.a jurídico-política. Manteniendo la tesis general de la naturaleza política del veto, Her­
nández Valle señala: 

"Consecuencia de su naturaleza política, el veto está regulado direct~nte por la Constitución y sometido a ella" (5 ). 

No creemos que la regulación constitucional del veto obedezca a su naturaleza política (6). Ello es claro, a nuestro en­
tender, pues muchos institutos q~e están regulados en la Constitución no tienen una naturaleza política en. sentido estricto. 
El que el veto esté regulado en la Constitución se explica par el hecho de ser ese un instrumento básico en el sistema de fte­
nos y contrapesos, en la división de poderes; el veto obviamente tiene repercusiones políticas, pero en el caso del veto por 
razones de inconstitucionalidad, vemos que su naturaleza de base es jurídica: muchos fenómenos, por naturaleza, son jurí­
dicos, lo cual no impide que tengan efectos políticos. 

La regulación del veto en la Constilución Política es sumamente importante, pues las normas que regulan esa potes­
tad se ubican en el máximo grado en la jerarquía de las normas. Por lo tanto, la Asamblea no podría mediante ley (por fal­
ta de competencia) regular el objeto, condiciones y efectos del veto; solo mediante normas de reforma constitucional se po­
dría regular y limitar el ejercicio de esa potestad (7). 

C. Motivos de objeción 

Como ya adelantamos, la motivación del veto puede consistir en razones de oponunidad, o bien de inconstituciona­
lidad. Los motivos de oportunidad hacen referencia a razones de conveniencia política. Así, pues, se puede vetar un proyec­
to alegando falta de recursos para el caso, falta de adecuación a las necesidades sociales, mala planificación técnica, even­
tuales efectos indeseables, etc. En este caso, como en las razones de inconstitucionalidad, el veto debe ser debidamente fun­
damentado. Los motivos de inconstitucionalidad busoan combatir un proyecto que contraríe la Constitución. 

"En el veto por razones de inconstitucionalidad, indudablemente estamos en presencia de un mecanismo de control 
preventivo, o control "a priori". Esto es claro, pues por ese medios e alega la inconstitucionalidad de un proyecto de ley pa­
ra evitar la entrada en vigencia de normas inconstitucionales" (7). 

Las razones de inconstitucionalidad pueden darse con respecto a vicios formales o sustanciales, según que el proyec­
to de ley incurra en defecto de procedimiento (sea que viole reglas procedimentales establecidas en la Constitución o en el 
reglamento de la Asamblea), o en violación de principios o normas sustantivas de la Constitución. Al respecto, ha dicho la 
doctrina: 

" ... en cuanto a los viciosformales, cuya comprobación es más fácil, el Ejecutivo está obligado a interponer el veto 
( ... ) En cambio, respecto de los vicios sustanciales, el veto sólo se debe interponer cuando el contraste entre la Constitución 
y el proyecto sea evidente y manifiesto, puesto que normalmente la inconstitucionalidad de las normas solo puede captar­
se al momento de su aplicación y no en abstracto" (8). 

Consideramos ac_ertad~ esa afi~aci?n, En efecto, el veto es un~ potestad constitucional, y en cuanto tal, es una atri­
bució~ que_ debe ser obhgaton~mente eJerc1~ ~uando se ~en las cond1c1ones requ_eridas. Cuando el Poder Ejecutivo detec­
te la v1olac1ón (que ~ebc ser ev1d~nte en los _vicios sustanciales) de normas y de prmcipios de la Constitución, debe interpo­
ner el veto: así lo exige una sana interpretación fundamentalmente de los artículos 125 y 140.5 constitucionales. Como bien 
lo ha dicho nuestra jurisprudencia, el veto debe ser debidamente fundamentado: 

"De acuerdo con los artículos 125, 127 Y 128 constitucionales, todo veto debe ser razonado y debe indicarse (en ca­
so de inconstituciona/idad) clara Y concretamente cuáles son las disposiciones del proyecto que se enfrentan a determina­
das normas de la Constitución y por qué lo estima as( el Poder Ejecutivo" (9). 

D. Objeto del veto 

El artículo 125 de nuestra Carta Magna reza: "Si el poder Ejecutivo no aprobare el proyecto de ley votado por la 
Asamblea, lo vetará y lo devolverá con las objeciones pertinentes" {10). Eso nos muestra claramente que el veto sólo 
puede interponerse contra los proyectos de ley apro~~dos {>Oí 1~ Asamblea Legislativa. El proyecto de ley para tal efecto 
debe estar debidamente aprobado, y debe haber rec1b1do d1scus1ón en tres debates: 'Todo proyecto para convertirse en 
ley debe ser objeto de tres debates, cada uno en distinto día, obtener la aprobación de la Asamblea ... " ( J 1) 

El artículo 124 constitucional, in fine, nos dice: "No tienen el carácter de leyes( ... ) los acuerdos que se tomen en 
uso de las atribuciones enumeradas en los incisos: 2, 3,5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 16, 21, 22, 23 y24 del artículo 121, que se vo­
tarán en una sola sesión y deberán publicarse en el Diario Ójicial" ( 12). 

Estos acuerdos que se toman en un solo debate, son los llamados "meros actos legislativos", los cuales no requieren 
sanción del Poder Ejecutivo: esto, aunado al hecho de que aun aprobados no tienen el carácter de leyes, confirma la tesis de 
que esos actos no son susceptibles de ser vetados. 
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.6 d l:uso los convenios, contratos,)'. otros actos de na!uraleza administrativa, aunque se hagan por el trámite de forma-
c1 n e leyes, tampoco pueden ser ObJCto del veto, precisamente por carecer del carácter de leyes se ún lo rcscribc 
p~mente el párra_fo final del artículo ! 24 ci~o. Tampoco~~ objeto del veto, las llamadas "leyes de r~formf constituci~: 
n~l : pues estas revisten un carácter de Jerarqu_1a nelal!'en!,C ~1~ntos con relación a las leyes ordinarias, en razón del proce­
d1m1<:nto agravado que sufr~n p~ poder suri1r. a la vida ~un_d~ca. La pi;oblcmática que se presenta es, indudablemente, con 
relación al ~e~upuc~to Ordmano de la Repubhca. En pnnc1p10, pareciera que tal problema no existe pues el artículo 125 
de la Constlluc1ón dispone: ' 

"No procede el velo en cuanto al proyec10 que aprueba el Presupueslo Ordinario de la República" ( J 3 ). 

A primera vista, la prohibición se nota clara. No obstante, como veremos después, ella admite muchas limitaciones 
Al respecto HERNANDEZ VALLE apunta: • 

"Esla prohibición es aparente, y su verdadero sentido s6lo puede desentrañarse si se armoniza esa disposici6n con 
lo establecido en olras normas del mismo ordenamiento conslilucional" {14). 

D. LOS PRESUPUESTOS ORDINARIO Y EXTRAORDINARIO DE LA REPUBLICA 

Tanto el presupuesto ordinario como los extraordinarios están regulados en la Constitución. Sus disposiciones son dis­
tintas de las que rigen para las leyes ordinarias. El presupuesto d~ la Repúbl!ca ~ apueba, ~n lo fun~ental, en la llama­
da "Ley de Presupuesto Ordinario"; esta ley, en nuestro ordenamiento conslíluc1onal, consutuye el _un~co caso en que apa­
rentemente se le niega el derecho de veto al Poder Ejecutivo; no obstante, ya veremos que esa prescripción no pue~e tomar­
se al pie de la letra. La prohibición del artículo 125 constitucional no puede extenderse a los presupuestos extraordinarios de 
la República, ya que tal norma constituye una excepción a la regla general de que todos l~s p_royectos de ley pueden ser ve­
tados, y, como tal, solo es susceptible de aplicación para el caso que específicamente se md1quc. 

La ley de Presupuesto Ordinario de la República se diferencia radical~e~~ de 13;'> leyes_ comun~. lo cual es eviden­
ciado por la regulación específica que con respecto a ella hace nuestra Conslltuc1~n. ~1. ~r eJcmp!o, d1c~a ley cuenta con 
un término para su promulgación fijado constitucionalmente, el cual encu~tra ~uJ_u~uficac1ón en_ la 1mpcnosa_necesidad de 
su rápida aprobación, ya que esa ley constituye, entre otras co~. ~I me<:amsmo Jund1co que autoriza el gasto publico del Es­
tado; así. pues. si esa ley no se aprobare, se paralizaría la Adm1mstrac1ón Central (15). 

A. Concepto 

En relación con la ley de Prcsupu~sto Ordinario, ~iremos en primera instancia -aunque parezca perogrullesco- que e­
lla es una ley, en sentido formal y material. Así lo ha dicho la Corte Plena: 

"Las normas de Derecho Presupuestario contenidas en los artfculos 176 a 180 de la Constituci6n permiten afirmar 
fuera de toda duda, que en el ordenamiento jurtdico costarricense la ley de Presupueslo_es una ley formal (porque eman~ 
del 6rgano legislalivo) y también_ ley material, ~ues no const~luye_ una simple cuenla _de ,~gresos y ,as tos sino que al pro­
pio tiempo impone deberes que tiene que cumpl,r el Poder E1ecu11vo, todo lo cual le unpr,me un evidente carácter norma­
tivo, aunque sus disposiciones no eslén estructuradas de la manera como se enuncian los preceptos de una ley común" 0 6). 

Ese mismo tribunal ha dicho -acertadamente- que la Ley de Presupuesto reviste una naturaleza distinta a las leyes co-
munes: • 

"Se lrata pues de una ley formal y material, aunque cierlamente deba calificarse de especial o sui generis por ue w­
fiere de las otras leyes en cuanto a su iniciativa y a su preparación,formación y vigencia, al igual que por la ac~ntu!ta su­
premacía de la Asamablea Legislativa en esta materia" ( 17). 

En efecto, la ley de Presupuesto tiene carácter formal, en razón de ser emitida por el Poder Legislativo; asimismo 0 _ 
see carácter material de ley en razón de su naturaleza normativa, la cual se deduce básicamente del artículo 180 de nuJtra 
Carta Política, el cual sel'iala: 

"El Presupuesto Ordinario y los Extraordinarios constituyen el limite de acción de los poderes públicos para el uso 
y disposición de los recursos del Estado ... " 

Esta ley, en razón de su naturaleza especial, no puede regular cualquier tipo de situaciones. De su regulación consti­
~ucional (ans. 176 a 182) ~mos ex_rraer que ella solo puede regular materia presupuestaria; no podría regular materias a­
Jenas, pi. )f falta de competencia constuuc1onal al efecto: 

• :Vo ob.stante su carácter normativo, su ámbito de competencia es limitado, pues esta ley sólo puede contener dispo­
sicione_., genera/e! ( normas) que regulen el modo como la acción pública pueda realizarse durante el año. Es decir, la com­
petencw necesaria de la ley de presupuesto, además de los rubros estrictamente contables, abarca también la regulaci6n 
de aquellos aspeclos que sean mera ejecución del presupuesto" (18). 
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Ello nos confirma que la Ley de Presupuesto es una ley atípica, pues difiere de las leyes comunes u ordinarias. 

Relacionando todo lo anterior, para nosoLros, la Ley de Presupuesto Ordinario, es un conjunto de normas jurídicas con 
carácter de ley formal y material, que regulan y autorizan durante el año económico todo lo relativo a los ingresos financie­
ros y al gasto público del Estado, a erecto de dotarlos de carácter jurídico (19). 

Ahora bien, dentro el curso del año pueden surgir problemas nuevos o situaciones que no fueron previstas en el Pre­
supuesto Ordinario, que obligan a modificarlo, lo que se debe hacer por iniciativa del Poder Ejecutivo (20). A la vez, cuan­
do existen entradas provenientes del crédito público o de otra íuente extraordinaria, también corresponde al Ejecutivo pre­
parar los proyectos de Presupuestos Extraordinarios. Estos presupuestos, se pueden definir como aquellas leyes -de carác­
ter extraordinario- destinadas a regular lo relativo la inversión de esos ingresos provenientes del uso del crédito público, o 
de cualquier otra íuente extraordinaria (21). De ~cuerdo con el artículo 180 de nuestra Carta Magna, al igual que en el ca­
so del Presupuesto Ordinario, las leyes que modifiquen a este y las que aprueben los presupuestos extraordinarios, consti­
tuyen el límite de acción de los poderes públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado (22). 

B. Conlenido 

Como hemos dicho antcriormen~e. la Ie_y de Presupuesto solo puede contener materia presupuestaria, es decir, no pue­
de contener materias ajenas a la regulación de mgrcso~ Y gastos del Estado. La doctrina pcnnite hacer un deslinde claro y pre­
ciso entre las disposiciones típicamente presupuestarias Y las que no tienen esa naturaleza; ello resulta relevante, sobre to• 
do a erectos de determinar si cabe o no el veto contra el Presupuesto Ordinario. En los últimos años ha sido costumbre, al 
aprobar la Ley de Presupuesto Ordinario, adicionar un capítulo denominado "Disposiciones Gcneraies". Tales disposicio­
nes se destinan a indicar la me<;~ica del Pres~p~esto Y ía~ilitar s.u ejecución. En tanto que esas normas generales se relacio­
nen con el Presupuesto, son validas; nuestra Junsprudenc1a ha sido en ese sentido: 

"Al ser verdad, como lo dispone.el ar~í~ulo 180 de la Constitución, que el Presupues10 constituye el límite de acción 
de los poderes públicos para el uso y dispo.nc,ón de los.recursos del Eslado ( ... ) si el presupuesto señala esos límites de ac­
ción, por ahí mismo la regla del artículo 188 es.tá autorizando que_ se dicten determinadas normas para regular el modo co­
mo la acción de los poderes p1íblicos debe realizarse durante el ano( ... ) en la Ley de Presupuesto sí pueden dictarse las lla­
madas normas generales ... " (23) 

La Ley de Presupuesto, por otra par_te, Y ~~jando d~ lado esas "~onnas generales", tiene siempre un contenido bási­
~o al cual nos reícrimos brevemente a con~muac1on: En pr~mer lugar, dicha l?Y ~~ula lo reícrente a ingresos 0 , mejor dicho 
autoriza la recolección de tributos y demas entradas previstas en su texto aritmeuco ( ... ) En punto a ingresos, el presupues­

to es una mera previsión técnico-financiera". (24). 

En segundo Jugar -siguiendo a don Eduardo_Ortiz- esta ley: "autoriza la e~ogación de recursos para la satisfacción 
de fines y necesidades públicas, con lo que se conswuye en un verdadero plan de inversiones públicas". (25) Así, pues, des­
de ese punto de vista, el Presupuesto se presen~ com~ e! ~Jan anual de gastos del Estado para la realización de los distintos 
planes de gobierno, con el fin de dotarlo de caracter Jund1co Y proveer a una adecuada eJecución del mismo. 

En relación con los gastos, la ley de Presupuesto ~gula la destinación _de ~da gasto a un fin específico, de tal mane­
ra que la erogación y el pago correspondiente sólo podr~ hacerse para el fin md!cado. Consecuentemente, los créditos que 
existieren en contra del Estado, no podrán ser pagados s1 no se ha agotado previamente el trámite presupuestario al erecto 
(26). Obviamente, el Presupuesto debe regular adecuadamente ~l gasto, tomand~ en cu~nta los ingresos probables, de talma­
nera que no puede autorizar algún gasto para el que no haya paruda presupuestaria, o bien que esta exista pero sea insuficien­
te. 

C. Regulación constitucional 

De conformidad con el artículo 176 de la Constitución, la vigencia del Presupuesto Ordinario permanece durante el 
año para el cual se emite (del I de enero al 31 de dic.). Los gastos que se autoricen no pueden exceder los ingresos proba­
bles. Corresponde al Poder Ejecutivo ejercer la iniciativ~ en la creación de la ~ey de Presupuesto; este debe preparar y enviar 
el proyecto a la Asamblea para que lo conozca (27). ~s1, yernos que la creación de la ley de Presupuesto requiere de un es­
pecífico y particular procedimiento establecido const1tuc1onalmente: 

. . "El procedimiento especial (de la ley de Presupuesto! está llamado a garantizar que el :o_der EjecUJivo te~g~ la ini­
ciativa y la responsabilidad de elaborar el Presupuesto Nacional, en razón de su mayor conocirruento del gasto público, co­
mo su principal protagonista,· al rrúsmo tiempo que asegure que la Asamblea pueda tener la última palabra para modificar 
el plan de inversiones presentado'' (28). 

. Consecuentemente, una norma ajena a la materia_pres~puestaria debe regularse por el procedimiento común de for­
mación de las leyes (artículos 123 a 129) y no debe ser mclu1da en una ley como la de Presupuesto: 

"El principio jurídico que jus1ifica la prohibición de incluir normas ajenas a la materia presupuestaria, dentro de la 
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ley de Presupuesto, es el de la "ponderación legislativa", según el cual se exige que toda ley ordinaria debe recibir 
publicidad y ser discutida ampliamente en el seno legislativo, lo que no ocurre con la ley de presupuesto por lo pe-
rentorio de sus plazos y por su complicación intrínseca" (29). ' 

La Constitución expresa claramente en su artículo 180 que el Presupuesto Ordinario y los extraordinarios "constitu­
yen el límite de acc~ón ~e l?s poderes públicos para ~l uso y disposici?n de los recursos del ~s~o ... ". Se advierte, pues, que 
el Presupuesto Ordm3!10 nge para el estado, es decir, la Asamblea uene la potes~ consutuc1onal de dictar los presupues­
tos del Estado: contrarío sensu, no el de otros entes. (30). La Corte Plena se ha manifestado sobre el punto pero con una fun-
damentación que consideramos técnicamente imprecisa; veamos: ' 

"El Presupuesto de la República es el de la Administración Central, integrada por los órganos que menciona el ar­
tículo 177 párrafo primero de la Constitución, o sea los ministerios de gobierno, la Asamblea Legislativa, la Corte Supre­
ma de Justicia, y el Tribunal Supremo de Elecciones; con lo cual los entes descentralizados quedaron excluidos de ese ré­
gimen y, por lo tanto, de la potestad presupuestaria que otorga a la Asamblea el artículo 121 inciso 11 de la Carta Políti­
ca, desde que, por ser descentralizados. no forman parte de ninguno de aquellos órganos del Poder Central". (31 ). 

Creemos que la resolución anterior parte de una tenninologfa inaceptable, que debemos aclarar, pues ubica a la Cor­
te Suprema de Justicia, al Parlamento y al Tribunal Supremo de Elecciones como mtegrantes de la Administración Central. 
Al respecto, BREWER CARIAS apunta: 

"La Adnunistración Central, como complejo orgánico es una parte del Estado, el cual tiene otros órganos poUtica­
mente separados: los órganos legislativos y los tribunales. Todos ellos forman el Estado, y participan de su sola y única per-
sonalidad" ( 32 ). 

Más adelante agrega el mismo autor: 

"La Administración Pública( ... ) no solo está constituida por la "Administración del Estado" o Administración Cen­
tral, sino también por la Adnunistración descentralizada, constituida por otros entes con personalidad jur(dica propia, dis-
tinta de la del Estado" (33). 

Así, pues, la Corte Plena debió haber dicho: "El Presupue~to de la República es el del Estado" y no el de la Adminis­
tración Central como erróneamente se dijo, ya que con esa expresión se alude a la llamada Administración del Estado. La ley 
General de la Administración Pública nos aclara un poco más el asunto: 

"J. Los órganos constit"'3iOf!Oles supe:i~res de la Admini~trac~ón del Estado ( equivalente de Administración Central) 
serán: el Presidente de la Repúblzca, los Mznistros, el Poder E1ecutzvo y el Conse10 de Gobierno. 

2. El Poder Ejecwivo lo forman el Presidente de la República y el Ministro del ramo". (34 ). 

Lo correcto, pues, es afirmar que el Presupuesto Ordinario es el Presupuesto del Estado. Los entes descentralizados 
en efecto, quedan excluidos de la potestad establecida en el artículo 121 inciso once. ' 

111. LA PROCEDENCIA DEL VETO CONTRA EL PRESUPUESTO 

La Constitución Política en su artículo 125 ab initio establece: "Si el Poder Ejecutivo no aprobare el proyecto de ley 
votado por la Asamblea, lo vetará y lo devolverá con las objeciones pertinentes". 

Aquí resulta claramente manifestada la regla general de que el Poder Ejecutivo cuenta con la potestad de vetar los pro­
yectos de ley aprobados en tres debates por el Parlamento. No obstante, el mismo anículo establece inmediatamente la ex­
cepción a esa regla general, al disponer que: "No procede el veto en cuanto al proyecto que aprueba el Presupuesto Ordi-
nario de la ReplJblica". 

Una interpretación aislada y literal de este artlc ulo nos llevaría forzosamente a .rt:e~azar de plano la posibilida~ de ad­
mitir el veto contra el Presupuesto Ordinario. Como ya ~e~~s adelantado, esta proh1b1c1ón no es absoluta, y más b1C!l, de­
be ser considerablemente limitada. Por supuesto, la proh1b1c1ón del 125 no puede extenderse a los proyectos que modifican 
el presupuesto ni a los que aprueban los presupuestos extraordinarios. 

A. El veto al presupuesJo ordinario 

. Creemos que el constituyente para establecer la supuesta prohibición del 125 se fundamentó en razones de ti~ prác-
tico. La ley de Presupuesto debe estar aprobada definitivamente para el 30 de noviembre de cada año (art. 178 ~.P.), de ~r 
vetado el Presupuesto por razones de inconstitucionalidad por la Asamblea, muy difícilmente la Corte resol vena el conflic­
to antes de esa fecha límite (35). No obstante, ya veremos que existe una solución para este problema. 

No podemos aceptar de ninguna manera la prohibición absoluta en contra de que el Presupuesto Ordinario pueda ser 
vetado. Existen muchas razones que justifican esta tesis. En primer lugar, pareciera ilógico que una Ley de Presupuesto, por 
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el solo hecho de ser tal, pueda contener normas abiertamente conttarias a la Constitución, violentándose así el principio de 
que todas las normas jurídicas inferiores a la Constitución deben adecuarse a ella, según se deduce del artículo 10 de la Cons­
titución (36). Así, pues, 

"Si el veto por razones de inconstitucionalidad no se admitiera, se violarla el principio de supremacía constitucio­
nal( ... ) Si la ley de Presupuesto es una disposición de la Asamblea Legislativa, lógicamente su contenido debe respetar tam­
bién el principio de supremacla constitucional". (37) 

Si el Poder Ejecutivo no pudiera nunca vetar el Presupuesto, el Parlamento go7.al'Ía siempre de la posibilidad, cori e­
sa ley, de violar cuantas veces quiera la Constitución. 

Piénsese, por ejemplo, si el día de maftana se aprobare un PresupuestO Ordinario que no contemplare ninguna -parti­
da para el Poder Judicial, a pesar de que la Constitución seftala un porcentaje r~o para ese Poder. Es claro que en esa hipó­
tesis, el Poder Ejecutivo podría válidamente vetar la ley por razones de inconsutucionalidad a pesar de la aparente prohibi­
ción del artículo 12S". (38) 

No parece mzonable que para casos como el anterior se excluya el control "a priori", pues ello podría generar arbitra­
riedades obvias: 

"Razones morales abonan la tesis de que las normas generales del Presupuesto puedan ser vetada.f, ya que de no ad­
mitirse esa posibilidad, los diputados gozarían de una auténtica patente de corso para legi.dar sobre cualquier materia, a 
.fabiendas de que no existe un control inmediato por parte del Ejecutivo para evitar que tales normas entren en vigencia". 
(39) 

Ahora bien, si admitiéramos la posibilidad de vetar el Presupuesto Ordinario, el problema que se presenta es estable­
cer los alcances de la prohibición del 125 de la Carta Fundamental. 

Como se dijo en un aparte anterior (40), se acostumbra incluir las llamadas "normas generales" en la Ley de Presu­
puesto. Asimismo, la propia Constitución establece la materia que debe contener esta ley especial: debe contener materia 
presupuestaria. Por lo tanto, resulta enteramente legítimo incluir nonnas generales en el presupuesto, destinadas a indicar su 
mecánica y a facilitar su ejecución, sea ref crcntes a materia presupuestaria. 

No obstante, existen algunas de esas normas generales que no guardan relación con esos objetivos y vienen a signi­
ficar materia ajena a la presupuestaria. Nuestra jurisprudencia se ha pronunciado al respecto, de la siguiente manera: 

"No es posible incluir materia extraña al presupuesto en esa ley especial, a no ser con infracción de lo qlU! disponen 
los incisos 1y11 del articulo 121 de la Constitución, pues el primero se refiere a la amplia potestad de "dictar leyes", y el 
otro (el once) a la de dictar los presupuestos: y si la Constitución contempla esas facultades por separado, ello e.,; la razón 
lógica de que se trata de actos legislativos de distinta naturaleza y contenido" (41 ). 

Don Eduardo ORTIZ, profundiza un poco más al respecto. Este auror parte del hecho de que la Constitución estable­
ce atribuciones o potestades taxativas para la Asamblea Legislativa, y esta no puede exceder esas atribuciones; 

"La Asamblea sólo puede hacer lo que expresamente le autorice la Constitución, cllQndo ejerce la representación del 
pueblo, y todo lo demá.f le e.,;tá prohibido" (42). 

Así, pues, la Asamblea es competente J>él:" lo que le autorice la Constitución; ésta prohíbe, verbigracia, que un deter­
minado tipo de ley sea creada por un procedimiento que no es el indicado para el caso. El mismo autor scilala: 

"Las normas no presupuestarias por la materia incluidas dentro del PresMPuesto son nulas( ... ) La nulidad nacida, 
cuando la Ley de Presupuesto toca materia "no presupuestaria", puede explicarse como WID carencia de capacidad legal 
al efecto por falta de "legitimación" para el ejercicio de la potestad legislativa comwa u ordinaria, en razón de diferente pro-
cedimiento" (43). • · 

Con base en ello, las leyes ordinarias o de materia comíin (no ~upueswia) deben dictarse por el uámite ordinario 
de formación de las leyes, de lo contrario serian nulas en razón de violar normas procedimentales establecidas en la Cons­
titución. En consecuencia, la prohibición del artículo 125 no se refiere a aquellas disposiciones jurídicas que son ajenas a la 
materia presupuestaria pero que se incluyen materialmente en el Presupuesto Ordinario. Tales normas deben sujetarse al pro­
cC<t:imiento de formación de las leyes ordinarias, y de ser incluidas en la Ley de Presupuesto pueden ser vetadas por el Ejc­
cuuvo; 

'Tates disposiciones si pueden ser objeto de veto por cuanto escapan a la natwaleza misma del presupuesto en cllQn• 
to a gastos e ingresos" (44 ). 

Tales normas no serían parte de la ley de Presupuesto propiamente dicha, ya que ella -en estricto sentido jurídico-
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solo incluye materia presupuestaria; 

"Las llamadas disposiciones generales son un anexo y no forman parte en sí de la Ley de Presupuesto: no están am­
paradas en la prohibición constitucional a que se ha hecho mérito ( art. 125) y, en consecuencia, es factible la procedencia 
en cuanto a ellas del veto del Poder Ejecutivo". (45) 

Si la Constitución señala la materia que debe contener la Ley de Presupuesto, no es posible, por tanto, que ella incluya 
ma~rias extr:affas a su esencia específica, a no ser que sean n~as destinadas a aclarar ~ con;i~lementar los capítulos o las 
partidas que integran el Presupuesto, o que establezcan proced1m1entos para la correcta d1spos1c1ón de los recursos financie­
ros durante el período fiscal correspondiente. 

Las disposiciones generales de la Ley de Presupuesto no pueden (en razón del procedimiento) reformar leyes comu­
nes, ni referirse a materia no presupuestaria, ni mucho menos violar la Constitución; ante tales hipótesis, procede vetar por 
razones de inconstitucionalidad las disposiciones generales de esa ley (46). Cabe agre~ar que, en cuanto a las normas gene­
rales, también cabe el veto por razones de oponunidad (47). Con base en todo lo antenor nos inclinamos por la tesis que a­
firma que el artículo 125 sóolo prohíbe el veto por razones de oportunidad y respecto de la parte contable de la ley de Pre­
supuesto, sea los ingresos probables y los gastos autorizados. E~ efecto, la parte contable del presupuesto podría ser vetada 
por inconstitucional: caso de que no se le asignara el seis por ciento del presupuesto al Poder Judicial, por ejemplo (48). 

La prohibición del veto por razones de oportunidad a la parte contable del Presupuesto se da en razón de que es el ór­
gano que veta las leyes (Ejecutivo) quien prepara el proyecto de Presu~esto; la Asamblea solo podría aumentar los gastos 
presupuestados por el Ejecutivo si senala los nuevos ingresos para cubra tales gastos, para lo cual requiere un informe de la 
Contraloría sobre la efectividad fiscal de los mismos; lo anterior parece indicar que no habría criterios objetivos suficientes 
por parte del Ejecutivo para justificar la inconveniencia del proyecto, al punto de que la modificación presupuestaria ha si­
do fiscalizada por la Contraloría General de la República (49). 

Hemos admitido, pues, la facultad de vetar normas generales del Presupuesto Ordinario por parte del Poder Ejecuti­
vo. No obstante, de vetarse normas del Presupuesto, se presentaría un problema práctico -al que ya habíamos aludido- y 
es que muy difícilmente la Corte, en caso de razones de inconstitucionalidad rechazadas por el Parlamento, resolvería el con­
flicto antes del 30 de noviembre (50). 

En contra de lo dicho por HERNANDEZ VALLE (51), la única solución viable parece ser-para nosotros- el ve­
tar una parte de la ley y sancionar el resto. Rafael BIELSA manifiesta: 

"El veto puede ser total o bien parcial, respecto del proyecto sancionado por el Congreso, pues el Poder Ejecutivo 
puede desecharlo solo en parte, en cuyo caso solamente en parte vuelve con sus objeciones al Congreso ( ... ); es admisible 
el veto parcial cuando la supresión de la parte objetada no afecte el sistema general o la unidad de la ley" (52). 

Por su parte, LINARES QUINTANA sostiene que la Constitución argentina excluye el veto parcial (o promulgación 
fragmentaria de la ley), pero agrega: 

"Pueden admitirse algunas excepciones, entre ellas la Ley de Presupuesto, pero siempre que la disposición critica­
da no afecte el resto del proyecto" (53). 

Por nuestra parte, creemos que el velo parcial a la Ley de Presupuesto encuentra fundamento jurídico en nuestra pro­
pia Constitución Política. En efecto, según el artículo 128, si la Corte declarare: " ... que el proyecto contiene disposiciones 
inconstitucionales, se tendrá por desechada la parte que las contenga. El resto se enviará a la Asamblea para la tramita­
ción correspondiente" (54). 

. Consideramos que esa remisión para que el proyecto reciba nuevamente tres debates se justifica, únicamente, en la me-
dida en que las disposiciones declaradas inconstitucionales afecten el contenido y estructura del proyecto en_general, lo cual 
-naturalmente- haría necesario revisar la unidad del proyecto como un todo. En caso de que la Pai:te ob;etada no afecte 
e~ sistema o la unidad del proyecto, el Poder Ejecutivo estaría facultado para sancionar la parte no ob;e~d.a, ya que ~sta ha 
s1.do compleramente aprobada en la Asamblea y -manteniéndose la unidad general- no hay razón suficie:nte _para impe­
dir que esas normas entren en vigencia. Asimismo, una cuidadosa interpretación del artículo 125 de la Conslllución, refuer­
za el anterior argumento. Este artículo dispone que, 

. . "Si el 1: oder Ejecutivo no aprobare el proyecto de ley votado por la Asamblea, lo vetará y lo devolverá co11 las ob­
Jecwnes pertinentes". 

11 
No creemos apro~iado considerar que "proyecto de ley" sea el conjunto de disposiciones tituladas -por ejemplo- co­

mo Ley de Presupuesto . Para nosotros, proyecto de ley será cada una de las disposiciones incluidas en ese con Junto llama­
d~ Le>: ~e Presupuesto, pu~s cada una de ellas eventualmente puede no llegar a adquirir el carácter de l~y; cada una de las 
dis_J>?s1cmnes presupuestarias son proyectos, en tanto que son disposiciones normativas con la "expectauva" de llegar a ad­
qumr carácter de ley formal y material. 
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Con fundamento en lo anterior, resulta válidamente interpretable qÚe la Ley de Presupuesto está compuesta de un con­
junto de proyectos relacionados íntegramente entre sí. Por tanto, el Poder Ejecutivo--de acuerdo con esa interpretación­
puede vetar uno o varios de esos "proyectos" articulados con el nombre de Ley de Presupuesto, y sancionar el resto, siem­
pre y cuando la parte vetada no afecte el resto. 

B. El veto a los presupuestos extraordinarios 

En relación con los proyectos que modifican el Presupuesto y los que aprueban los presupuestos extraordinarios, el 
Ejecutivo puede ejercer ampliamente el veto, en razón de que para ellos la Constitución no lo prohíbe expresamente: 

"El instrumento jurídico para el ILW y disposición de los recursos del Estado durante el año económico, puede estar 
integrado en concurrencia con la ley P_rinc_ipal de Presupues!o,por leyes modific_ativas y Pt?r cualqui~r. ~traque se emita en 
aprobación de presupuestos extraordmanos ( ... ); pero lo cierto es que el consutuyeme solo proscnbio el derecho de veto 
en el caso del Presupuesto Ordinario, no así en lo que se refiere a las leyes que lo modifican o las que aprueban los presu­
puestos extraordinarios" (55). 

El car.ícter presupuestario de esos proyectos, no autori1,a su inclusión por analogía en la prohibición del artículo 125 
in fine; 

''No cabe aducir analogía o paridad de razones en situacio~es que no solo difieren en oportunidad y circunstancias, 
• también en cuanto a su natu:~leza. p_ues el Presupuesto Ordinario es de carácter urgente e indispensable, sin cuya a­

si::bación se paralizaría la Admi~ist~ac!!'n Central, lo que desde luego no ocurre con las leyes modificativas ni con las re­
Íerentes a presupuestos extraordinarios (56). 

En igual sentido, refiriéndose al an. 125 conslitucional, el Dr. Hugo Alfonso Muñoz senala: 

"Establece la disp~sici~n _q_ue "no pr!'cede el ve!o e'! cuamo al proyecto que aprueba el presupuesto de la Repúbli­
ca". Interpretando esta dispos1cion en sentido contrario, si cabe el veto contra los presupuestos extraordinarios" (57). 

CONCLUSION 

Por ser la Consti~ució~ ~olítica la nonna f~ndamcntal de un Estado y parámetro de validez de todo 1 rd • 
a O d1spos1c16n que pretenda v1olcntarla d be 1 . • e o enam1ento 

jurfdico,dtoda ~i:iconstitucional que actúa "a priori" y "a po~tcriir.~n~I ada o desaplicada, p~ra lo c~al ~ ha ~stablecido un 
sistema e ~~smo de control "a priori", pues se interpone contra ;; ~ veto por razones de m~onsutuc1onahd~d c~nstitu­
ye un md<fr!rencia evidentemente del recurso de inconstitucionalldad cltocusadlc·ólely emana~obsl de la Asamblea Lcg1slat1va; e_n 
esw, se • s o es opom e contra normas que ya están vi­
gentes. 

En Costa Ri~a, el. veto constituye una potestad exclusiva del Pod E• . 
'd d 

O 
inconstituc1onahdad, a que un proyecto de ley llegue a conv rt" cr Jecutivo pai_:a _oponerse, por razones de oponu­

ni a ortunidad reviste naturaleza política, en tanto ue el ve e irse en noll!'a JUrt~1ca _de la_nación. El veto porrazo­
pcs di ºParáctcr esencialmente jurídico. Como regla ge~eral el ~~~o; r~ones ~e mconst1tuc1onahdad es, para nosotros, un 
act 1 <e~ solo encuentra una excepción: el proyecto que ap~ueba 1 Pu e ser mtcrpu_csto contra cualquier proyecto de ley. 
Est. rcg ~ • rpretada restrictivamente. e resupueStO Ordinario de la República, excepción que 
debli ser intc • 

• A esar de que el artículo 125 constitucional establece que "no r ed 1 . . P rdinario", creemos que sí procede vetar tal proyecto en mfc~ ~ e ve~ contra el proyecto q~c aprueba el Pr~­
supu • .t~ O sensu por el balance normativo de ingresos probables as:'5 hipót~is. El Prcsupu~sto q~mario está consu­
tutd< :, tricttas "normas generales" que se acostumbra incluir en el /r;su ~s autonzado~ para la d1spos1c1ón de !os recursos 
del E• JdO. ctadas tanto porrazones de oponunidad como de inco tii ~sto, ~n realidad no forman parte de el, y por tan­
l~ pu ~ en sc~~e ser vetada por oportunidad, ya que ello es lo que p~;h~~nah_dad. La pane contabl? de_l Prcs~pucs!o Or­
dinar¡ no p d ·nconstitucionalidad en aquellos casos en que se aruculo 125 de !a Consllluc16n; s1 ~ia ser-
lo P'', ·azoncs e I oponga de una manera evidente a la Carta Política . 

... as nonn~ ajenas a la m~t~ria prcsupue~taria, por el s_olo hecho de i~cluirse en la ley de presupuesto, son inconsti-
. , 'es por vicio en el procedimien~o de creación. La maten a presupuestaria se rige por un procedimiento especial, el cual 

tucio, \ , ser utilizado ~~ra la formación de las leyes c~mu~es; éstas _deben sufrir el procedimiento ordinario de formación 
~o pu\•, cs. Oc 00 adm1t~e ~l veto al Prcsupuest? ~rdinar10, los legisladores estarían en la posibilidad de violar, mediante 
/ as ; , nuestra Const1tuc1ón cuantas veces qms1eran, perfectamente podrían "disfrazar" cualquier nonna inconstitucio­
n:lesJr, \ \~mente incluyéndola en la ley de prcsupues~. ~l Poder Ej~utivo ~ebe tener la posibilidad de vetar por inconsti­
tuciona ! ;, disposiciones de la ley de Presupuesto ~rdmar1?: ~í ~á tmpcdrr la_e~trada en vigencia de normas contrapues­
tas a la ~ rta Magna. Esto d~be hacerse cuando la mconst1tuc1onahdad sea man1í1esta, ya que ella normalmente se detecta 
despué~ ; ~ que la ley está vigente. 
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Por otro lado, es posible que el Poder Ejecutivo vete parcialmente el Presupuesro Ordinario y que sancione el resro, 
siempre y cuando la parte vetada no afecte la rotalidad del mismo. Fmalmentc, los presupuestos exuaordinarios de la Repú­
blica pueden ser ampliamente vetados ~r ruones de oportunidad o inconstitucionalidad y de ninguna manera pueden ser 
alcanzados analógicamente por la prohibición del artículo 125 de nuestra Carta Política. 
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(2) 
(3) 
(4) 
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CORTE PLENA, CiL por TREJOS (Geranio) Op:-dt. pág. 70 
ORTIZ ORTIZ (Eduardo), La ley de presupuesto: una doble reserva de ley especial, pág. 22 
lbid, pág. 33 
Así, ibid, pág. 24 
Véase, Constitución Política, arts. 140.5, 177 y 178 
ORTIZ ORTIZ (Eduardo) Op. cit. pág. 39 
HERNANDEZ V AILE (Rubén) Op. dt. pág. 108 
Véase Constitución Política, arts. 121.11 y 180 
CORTE PLENA, ciL por ASAMBLEA LEGISLATIVA,~- ciL p. 491 
BREWER CARIAS (Allan R.). Comentario sobre los prindplos generales de la Ley General de la Administra­
ción Pública de Costa Rica. pág. 35 
lbid, pág. 38 
Ley Geñeral de la Administracldn Pública. art. 21. 
Si el Poder Ejecutivo alega en el vero razones de inconsti111Cionalidad y éstas no son aceptadas por la Asamblea, de­
be enviarse el proyecro a la Corre Suprema de Justicia para que se pronuncie sobre la supuesl8 inconstitucionalidad; 
la resolución de la Corre es vinculante (128 C.P.) 
Bs el princil)iO de supremacía constitucional. 
HBRNANDEZ V AIL'E (Rub6n) Op. clL p4¡. 107 
HERNANDEZ VALLE (Rubén) Op. dt., 107 
Ibkl,pág. 109 . 
Ver supra, contenido de la Ler de Presu_puesto 
CORTB PLBNA, ciL por ASAMBLEA LEOISLATIV A, op cit. 487 
ORTIZ ORTIZ (Bduai'do), op. elt. pAg. 13 
lbld J>ág,39 
~OC QUESADA (Hugo Alfonso) op. clL pág. 210 
CHACON MURILLO (Roberto), op. dL pág. 54 
lbid., pág. 55 
Así, HERNANpEZ V Al.LE (Rubén), op. cit. pág. 108 
En contra, MUNOZ QUESADA (Hugo Alfonso), op. cit. p. 211 
Véase, anículo 184 constitucional 
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(50) Véase arlículo 178 constitucional. 
(51) Cfr. HERNANDEZ VALLE (Rubén). op. cit. pág. 109. 
(52) BIELSA (Rafael), citado por CHACON MURILLO, op. cit. p. 56 
(53) LINARES Q.(Segundo) cit. por CHACON MURILLO, op. cit. p. 35 
(54) Constitución Política. art. 128, (el subrayado es nuestro). 
(55) CHACON MURILLO (Roberto) op. cit .. pág. 54. 
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